Marc GHIGLIA - observador del CCPA para el CCR Aguas Occidentales Septentrionales - el 13/09/10 

Asunto: Comité ejecutivo del CCR Aguas Occidentales Septentrionales reunido el 9/09/10 en Madrid 
El Comité Ejecutivo del CCR Aguas Occidentales Septentrionales que se reunió el 9/09/10 en Madrid, muy esencialmente abordó temas cuya competencia geográfica corresponde al CCR, o que se discutieron desde el punto de vista de sus consecuencias concretas para las actividades de pesca que competen al CCR (véase orden del día adjunto). No es pues necesario llamar la atención del CCPA sobre estos temas. 
Sólo el tema del establecimiento por parte el Reino Unido de una nueva red de Áreas Marinas Protegidas (AMP), de aquí al 2012, en aplicación de la Directiva 2008/56/CE del 17 de junio de 2008 (llamada Directiva marco "estrategia para el medio marino"), me pareció exceder, debido a las dificultades que suscita, la competencia única del CCR. 
Y ello, no porque otro CCR será afectado también por las consecuencias del establecimiento de esta nueva red de AMP (es decir, el CCR Mar del Norte - y eventualmente quizá el CCR LD -), sino porque: 
· el procedimiento para el establecimiento de esta nueva red de AMP (cuyos objetivos parecen más generales que los que están en curso de establecimiento de conformidad con las zonas N2000 - nota: lo que dificulta comprender por qué un AMP que se propondrá de conformidad con la Directiva 2008/56/CE no ha sido propuesto de conformidad con las Directivas 1992/43/CEE o 1976/409/CEE -) pone de relieve un déficit potencialmente grave de gobernanza respecto a las flotas pesqueras que operan en las aguas británicas pero que no están incluidas en el pabellón británico; 
· la inquietud recae, más generalmente, en el hecho de que las medidas de gestión de las actividades de pesca que el Gobierno británico sugerirá (véase artículo 15 - Directiva 2008/56/CE) al Consejo de Ministros encargado de la pesca para su adopción, a fin de conferir una realidad a los AMP que definirá al final, afectarán o se contrapondrán a la coherencia de las medidas de gestión de la pesca adoptadas en el marco de la PPC. 
Más concretamente: 

· Las dificultades en cuanto a los plazos para el establecimiento de una "red coherente de AMP" que plantea la Directiva 2008/56/CE, que parece haber llevado al Gobierno británico a interrumpir el tratamiento de la consulta de las partes involucradas, que se estima conducirá a una primera definición de las localizaciones y perímetros de las AMP, las que posteriormente serán sometidas a consulta popular, lo que deja poco lugar para una verdadera consulta sobre estas localizaciones y perímetros (véase la carta adjunta del CCR al DEFRA y su respuesta); El déficit de intercambios al que conducirá este orden del día obligado aumentará, por otra parte, con respecto a los intereses no británicos: 1° por una comunicación tardía con las organizaciones que representan los intereses de los pescadores no británicos (nota: en Francia, el JNCC, que es la agencia británica encargada de la elaboración del proyecto de esta red de AMP, se contactó con los pescadores franceses hace sólo algunos días, mientras que toda la información sobre la localización y la naturaleza de las actividades de pesca francesas en las aguas británicas deberían comunicarse de aquí a algunas semanas so pena de no poder ser consideradas), 2° por el obstáculo que constituye la lengua de consulta a la cual las partes involucradas deben atenerse (nota: el inglés), al igual que el obstáculo que plantean los lugares de consulta que son privilegiados (nota: sobre el suelo británico); 
Por ello es de temer que no se pueda llevar a cabo ninguna verdadera consulta de los pescadores no británicos, y que los arbitrajes que se harán para la definición de las AMP, que tendrán en cuenta intereses socioeconómicos, ignoren total o parcialmente aquellos relativos a la pesca de los buques que no enarbolan pabellón británico. 
· La aplicación de la Directiva 2008/56/CE resulta de la responsabilidad individual de cada Estado miembro; esta necesidad de actuar a nivel de las aguas bajo la jurisdicción de cada estado individual no puede sino atentar contra la coherencia de las medidas de conservación las que, a menudo, sólo pueden preverse a una escala más amplia, al menos a una escala "ecosystémica", que no corresponde a la delimitación de las distintas jurisdicciones y, en consecuencia, contra la coherencia de las medidas de gestión adoptadas en el marco de la PPC. No se puede sino temer que el proceso en curso, en lugar de propiciar la solución de los potenciales conflictos jurisdiccionales, los exacerbe, y en ello no favorezca de ninguna manera una integración armoniosa de las inquietudes medioambientales en la PPC. Este temor me parece tanto más fundado cuanto que no se adopta ninguna medida, si se toma el ejemplo de la aplicación de la Directiva 2008/56/CE al nivel británico, para solicitar previamente un peritaje que reubique los temas a resolver en un contexto ecosistémico "global" (según el ejemplo del peritaje que se propone desarrollar el CIEM). 
Las dificultades que acabo de mencionar, no obedecen, en mi opinión, a elecciones particulares de la administración y el Gobierno británicos, que a mi conocimiento son los primeros que se esfuerzan en adherirse concretamente a los compromisos que figuran en la Directiva 2008/56/CE, sino a la ausencia de consideración en esta Directiva de la dimensión multijurisdiccional, tanto de las actividades de pesca que se desarrollan en las aguas comunitarias, como de la biodiversidad marina. 

Sin duda las mismas dificultades aparecerán cuando otros Estados miembros intenten a su vez adherirse a los compromisos que figuran en la Directiva 2008/56/CE. 
Habida cuenta de lo expresado anteriormente, estimo entonces necesario que el CCPA  intervenga cuanto antes en las cuestiones de gobernanza y garantía de coherencia con la PPC que plantea la aplicación de la Directiva 2008/56/CE. 
Marc GHIGLIA, observador del CCPA para el CCR Aguas Occidentales Septentrionales 
